
En Buenos Aires, Capital de la República Argentina, a los 15 días del mes de septiembre de dos mil catorce, reunidos en Acuerdo los Señores Jueces de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, Sala F, para conocer en los autos del epígrafe, respecto de las cuestiones sometidas a su decisión a fin de determinar si es arreglada a derecho la sentencia apelada. 

Practicado el sorteo correspondiente, resultó el siguiente orden de votación: ZANNONI - GALMARINI - POSSE SAGUIER. 

A la cuestión propuesta el DOCTOR ZANNONI, dijo: 

1. El 8 de junio de 2009, a las 20:00 aproximadamente, la actora, Verónica Ramos Franco, cayó de una escalera fija en el interior de la estación Piedras de la Línea A de subterráneos cuando descendía por ella para tomar el subterráneo que cubre las estaciones Plaza de Mayo " Carabobo. Atribuyó la caída a que el pasamanos al que se había asido se interrumpía antes del segundo descanso de la escalera, amén del mal estado en que se hallaban los escalones al carecer del antideslizante correspondiente. 

Demandó a Metrovías S.A. el resarcimiento de los daños sufridos a consecuencia de la caída. La sentencia de fs. 236/243 condena a la demandada a pagar a la actora, dentro del plazo de diez días la suma de $ 50.000 con más los intereses a la tasa del 6% anual desde la fecha del suceso hasta la fecha de la sentencia y de allí en más, hasta el efectivo pago de la condena, a la tasa activa cartera general (préstamos) nominal anual vencida a treinta días del Banco de la Nación Argentina de conformidad con la doctrina legal sentada en autos "Samudio de Martínez, Ladislaa c./Transportes 270 S.A." . 

2. Apelaron ambas partes. Como la demandada cuestiona la responsabilidad que se le atribuye, corresponde tratar dicho agravio en primer término. 

3. El hecho y la responsabilidad. En sus agravios la demandada discute la ocurrencia del hecho. Anticipo que el esfuerzo es infructuoso.Las supuestas contradicciones, imprecisiones y discordancias de los testigos que declararon (Sergio Zucca, a fs. 99/100; Andrea Mabel Costa a fs. 112/113), no atañen a lo esencial del hecho que da origen al pleito y se explican en aspectos que interesan meros criterios de apreciación. El hecho, como tal, está probado, como lo está la intervención del SAME que fuera convocado a la estación Piedras Sur por traumatismo leve-herida cortante, por caída de Verónica Ramos Franco (ver fs. 117/120) y, desde luego, su ingreso al Hospital General de Agudos Cosme Argerich (fs. 67/72). Las disquisiciones relativas a las constancias que registró el nosocomio acerca de la forma en que se produjo caída de la actora, tampoco son conducentes. 

Sostiene Metrovías S.A. que, a todo evento, el hecho -la caída de la actora por las escaleras- habría ocurrido al ingresar a la estación y sin que la actora hubiese traspuesto el molinete de acceso a la plataforma. Considera, por ello, que no se había perfeccionado aún el contrato de transporte con Metrovías. 

Discrepo con este punto de vista. 

Esta Sala, y la jurisprudencia del Tribunal, es conteste en que los pasajeros tienen derecho a que se garantice su seguridad en los ámbitos en que la empresa de transportes presta el servicio por sí, a través de sus dependientes (ámbitos que están o deben estar bajo el control del transportista), porque tal seguridad es inherente a las cosas de que se sirve o tiene a su cuidado, y a la actividad de tales dependientes.No sólo las formaciones que realizan el transporte de los pasajeros, es decir los trenes, sino también, en general, los ámbitos en que la empresa de transporte lleva a cabo su explotación como son los andenes, escaleras, túneles de conexión entre estaciones o de salida a la superficie una vez finalizado el viaje, etcétera, son lugares que se hallan bajo la vigilancia y control del transportador que explota el servicio quien, por eso, es responsable de los daños sufridos por los usuarios en los términos del art. 184 del Cód. de Comercio, "a menos que pruebe que el accidente provino de fuerza mayor o que él acaeció por culpa de la víctima o de un tercero por quien la empresa no sea civilmente responsable" (conf., CNCivil, Sala K, "Fernández, María del Cármen c./ Subterráneos de Buenos Aires", del 6/5/96, Sentencia Libre 82.173; Sala C, "Cavalcanti, Inés c./ Metrovías" , del 30/6/2000, Sentencia Libre 290.944; ídem, 10/11/98, "JA", 1999-III-753; Sala A, "Martín, Gladys c./ Subterráneos de Buenos Aires, del 20/3/89, Sentencia Libre 36.399; Sala B, "Ebeling Oscar c./ Subterráneos de Buenos Aires" del 18/12/95, Sentencia Libre 177.327; esta Sala, Sentencia Libre n° 394.406 del 16/11/2004, "Caffieri c./ Metrovías"; "Videla c./ Transporte Metropolitano General Roca SA" , del 29/3/2007, Sentencia Libre n° 467.972, en las que voté en primer término, entre otros). 

La eximente, en este supuesto, provoca el desplazamiento de la responsabilidad por las consecuencias del hecho dañoso hacia la propia víctima o dicho tercero ya que, por hipótesis, el que causa el daño es alguien de cuyos actos no debe responder la empresa de transportes. Pero, es claro, no se está hablando de cualquier hecho de ese tercero:el hecho debe haber sido imprevisible o inevitable para el transportista y, en tal sentido, constituye, para él un caso fortuito (Brebbia, La relación de causalidad en el derecho civil, Rosario, Juris, 1975, ps. 43 y 44; Goldenberg, La relación de causalidad en la responsabilidad civil, 2° ed., Bs. As., La Ley, 2000, p. 149). 

Por tratarse de responsabilidad objetiva la prueba de la eximente carga sobre el transportista que ha sido demandado. Si éste no ha probado hechos eximentes de su responsabilidad, responde ante el damnificado por los daños que sufriera en los términos del art. 184, citado. O sea, no le bastaría probar su "no culpa". 

Por todo lo expuesto, voto por confirmar lo resuelto en cuanto a la cuestión. 

4. Los daños. Corresponde analizar, ahora, los agravios en punto a la estimación de los daños. 

a) Incapacidad psicofísica. Ambas partes vierten agravios al respecto: la actora considerando exiguo el resarcimiento estimado exclusivamente por la incapacidad física -$ 30.000- sin computar las secuelas de orden psicológico y el costo del tratamiento psicoterapéutico aconsejado. A la demandada se le ocurre improcedente el resarcimiento por incapacidad física. 

Como es sabido, dentro del concepto de incapacidad sobreviniente se tienen en cuenta las proyecciones de la minusvalía que conllevan secuelas que han de subsistir en el tiempo, esto es que serán permanentes. Y estas secuelas permanentes no se las considera en sí mismas sino en relación a la situación actual y futura del damnificado, en consideración a las repercusiones estimables del sacrificio inferido a la víctima en función del concreto empleo que ella hace de su cuerpo o de la parte del mismo que resultó dañada. La incapacidad transitoria, se resarce o bien como daño patrimonial si provocó un lucro cesante durante el lapso en que se la padeció, o bien como daño no patrimonial dentro del capítulo relativo al daño moral.Si no hay secuelas físicas ni neurológicas que sean consecuencia de las lesiones, no corresponde indemnizar una incapacidad física, por la sencilla razón que tal incapacidad no existe. 

Cierto es que, en esta materia el Juez está constreñido a recurrir a peritos por cuanto los daños a la salud no son su competencia específica. Aunque las reglas de la sana crítica permiten establecer cuándo el examen pericial debe ser estimado o dejado de lado por el Tribunal, a los jueces les está vedado sustituir la opinión de los peritos por sus propios conocimientos técnicos, artísticos o científicos o rechazar la pericia correctamente fundada a la que no cabe oponer pruebas de igual o mejor fuerza de convicción. Cualquiera que sean los conocimientos que pueda tener el juez, éste no puede actuar como perito (Falcón, Tratado de la prueba, Bs. As., 2003, t. 2, pág.85, § 429; Palacio, La prueba en el proceso penal, Bs. As., 2000, pág. 152). 

No obstante, el Juez puede apartarse de sus conclusiones si encuentra apoyo en razones serias, objetivamente demostradas o que se infieran de las circunstancias del caso de acuerdo a los hechos comprobados de la causa, que revelan que el dictamen se halla reñido con principios lógicos o máximas de la experiencia o contradice el restante material probatorio objetivamente considerado "arg. art. 477 del CPCC- (conf., Palacio, Derecho Procesal Civil, t. IV, pág. 720; Sala E, R. 1159 del 20/9/83; Sala A, R. 3556 del 13/3/84; esta Sala en sentencia libre del 132.097 del 28/2/94, sentencias libres 156.750 y 164.398, ambas del 11/5/95; sentencia libre del 29/2/96, entre otros). 

Tal lo ocurrido en el presente caso, en que el magistrado de la anterior instancia contrapone el informe pericial a las declaraciones de la propia actora, la referencia de los testigos y las constancias del ingreso al Hospital Argerich.De todas formas y más allá de la precisa exactitud, o no, de las mentadas declaraciones, referencias y constancias surge que el perito ha establecido que la actora padece como consecuencia del accidente un cuadro de cervicalgia, contractura muscular, mareos y cefalea que tienen correlato con el examen y los estudios de imágenes y electromiograma que determina una incapacidad del 25%. En cambio en la columna lumbar las imágenes han permitido establecer mínimas imágenes degenerativas -artrosis- que permiten establecer su carácter previo al accidente. 

Ahora bien, el perito médico concluyó en base al informe de psicodiagnóstico llevado a cabo por la Licenciada Bettina Márquez que la actora, como consecuencia del accidente, cursa un cuadro de estrés postraumático que actualmente se presenta como una neurosis ("reacción vivencial anormal neurótica"), con una incapacidad del orden del 15%. El perito recomienda un tratamiento de un año a razón de una sesión semanal. 

Al analizarse la incapacidad sobreviniente que es consecuencia de un accidente no es menester considerar separadamente el daño físico del estético y del psicológico, si, al hacerse el análisis del caso, tales menoscabos -aun cuando sean teóricamente separables por su diversa naturaleza- han sido suficientemente considerados. La incapacidad sobreviniente, como tal, abarca ambas especies, aun cuando por razones metodológicas puedan tratarse con autonomía las minusvalías de orden físico y las de orden psicológico. El daño físico y el psicológico, del mismo modo que el estético y el mismo daño moral, pueden ser subsumidos en la categoría abarcadora de daño extrapatrimonial (aun cuando, acoto, esta especie de menoscabo provoque, además, un daño patrimonial indirecto). Pero en la medida que los avances de la psiquiatría y la psicología lo han permitido, su consideración autónoma, a la hora de mensurar el grado de incapacidad como minusvalía específica, no pone en entredicho su carácter de daño extrapatrimonial directo.En razón de lo expuesto propongo acoger el agravio de la actora y elevar a $ 35.000 en los términos solicitados en su memorial la indemnización fijada para resarcir las secuelas psicofísicas y $ 9.600 para atender el tratamiento psicoterapéutico, siguiendo el criterio actual de la Sala. 

b) Daño moral. La demandada considera improcedente la indemnización del daño moral o, a todo evento, solicita su reducción. La actora no se agravia de este rubro, que el Juez estimó en $ 15.000. 

Debe señalarse que si bien no es susceptible de prueba directa, cabe presumir el daño moral "in re ipsa" por la índole de las ofensas recibidas y la personalidad del ofendido (CNCivil, Sala A, 10/11/97, LL, 1999-A-484 -fallo 41.189-S- y JA, 1998-III-334; Sala D, 9/9/99, LL, 2000-C-948 "jurisprudencia agrupada, caso n°15.080-; Sala G, 19/10/80, JA, 1981-IV-329; Sala E, 30/3/84, JA, 1984-III-293; esta Sala, 29/10/99, LL, 2000-E-924, etcétera). El daño moral, en tanto configura un menoscabo a intereses no patrimoniales, es el conjunto de sinsabores, angustias, pesares, sufrimientos, etc., que el daño injustamente sufrido provocó en el damnificado, y no requiere ser probado pues debe tenérselo por configurado ante la razonable presunción de que el hecho pueda haber conformado un sentimiento lastimado o un dolor sufrido (conf., Sala B, 5/6/2009, JA, 2010-II-480; Sala A, 4/8/2009, JA 2010-I-867). 

En consecuencia y estimando que la suma que conforma el capital de condena es razonable de acuerdo a las circunstancias del caso, propongo la confirmación de lo resuelto. 

c) Gastos.Tiene resuelto el Tribunal en diversos precedentes que aún cuando el damnificado haya obtenido atención hospitalaria gratuita, o a través de una obra social, tiene derecho a que se le reconozcan pequeñas erogaciones derivadas de adquisición de medicamentos cuyo costo total habitualmente no es absorbido por las obras sociales, el costo de traslados que han requerido su atención y control, etc., aunque de ellos no se tengan comprobantes pues o no es habitual solicitarlos o conservarlos. Sin embargo, la estimación, en función del criterio prudencial que establece el art. 165 del CPCC, debe tomar en cuenta la naturaleza de las lesiones y el tiempo de convalecencia. Pero en el presente caso, es menester considerar los gastos del tratamiento kinesiológico aconsejado por el perito médico. Por lo expuesto juzgo razonable la suma de $ 5.000 establecida. 

d) Intereses. La sentencia dispone que el capital de condena devengará intereses a la tasa del 6% anual desde la fecha del suceso hasta la fecha de la sentencia y de allí en más, hasta el efectivo pago de la condena, a la tasa activa cartera general (préstamos) nominal anual vencida a treinta días del Banco de la Nación Argentina de conformidad con la doctrina legal sentada en autos "Samudio de Martínez, Ladislaa c./Transportes 270 S.A.". La actora solicita se aplique dicha tasa desde la ocurrencia del hecho ilícito. 

Según la doctrina legal vigente en el fuero a partir del fallo plenario citado, la tasa de interés que corresponde aplicar desde el inicio de la mora y hasta el efectivo pago del capital de condena, es la tasa activa cartera general (préstamos) nominal anual vencida a treinta días del Banco de la Nación Argentina. 

No advierto que en el caso la aplicación de la tasa de interés implique una alteración del significado económico del capital de condena que configure un enriquecimiento indebido, como lo pregona la demandada al contestar el agravio de la actora, por lo que entiendo que dicho agravio debe ser acogido en este caso.El argumento del enriquecimiento -lo he sostenido en diversos precedentes de la Sala- sólo tendría significación en los casos en que el capital de condena se tradujese en sumas actualizadas por índices que miden la depreciación monetaria acaecida entre la mora, o el día en que se produjo el perjuicio objeto de reparación, y el dictado de la sentencia. Esto así porque, en ese caso, la actualización monetaria ya habría recuperado el valor del capital. Si a dicho capital de condena, actualizado, se le adicionara una tasa activa que incluyese el plus destinado a recomponer, justamente, el valor del capital, se originaría un enriquecimiento sin causa pues se estaría condenando a cargar no sólo con la depreciación monetaria, sino con un interés cuya tasa la computaría nuevamente. 

La circunstancia de que, cuando se trata de resarcimientos derivados de hechos ilícitos, el juez en la sentencia estima ciertos rubros indemnizatorios a valores actuales -como suele decirse-, a los fines de preservar en equidad el carácter resarcitorio de la indemnización, no significa que se actualicen los montos reclamados en la demanda o se apliquen índices de depreciación monetaria. Y aunque pudiera argumentarse que, aun así, la obligación de resarcir daños constituye una típica obligación de valor que se liquida en dinero, según la clásica nomenclatura, existe consenso -por lo menos a partir del dictado de la ley 23.928- que los montos liquidados por quien reclama el resarcimiento en juicio, constituyen parámetros que deben respetarse en acatamiento del principio de congruencia, salvo lo que, en más o en menos, surja de la prueba producida durante el proceso. 

A mayor abundamiento destaco que en la actualidad la tasa activa dispuesta en la doctrina legal ni siquiera absorbe la tasa de inflación anual real que experimenta nuestra economía. 

Por lo expuesto voto por modificar la sentencia apelada y establecer que el capital devengará intereses desde el hecho o desde la ocurrencia de cada perjuicio objeto de reparación, hasta la fecha del efectivo pago. 

5.Síntesis. Si los distinguidos colegas de la Sala comparten este voto correspondería modificar la sentencia apelada fijando en $ 35.000 la indemnización de la incapacidad sobreviniente, $ 9.600 el costo del tratamiento psicoterapéutico y disponiendo que el capital de condena devengue intereses desde el hecho o desde la ocurrencia de cada perjuicio objeto de reparación, hasta la fecha del efectivo pago. En lo demás propongo se confirme la sentencia en todo lo que fuera materia de agravios. Si así se resuelve corresponde que las costas de esta instancia carguen sobre la demandada que resulta vencida (art. 68 del CPCC). 

Los Dres. Galmarini y Posse Saguier dijeron: 

Si bien en anteriores oportunidades hemos hecho un distingo para calcular la tasa de interés a aplicar, según la fecha de determinación de los montos resarcitorios, un nuevo planteo de la cuestión, ante la actual situación económica del país, nos lleva a modificar el criterio que veníamos sosteniendo hasta el fallo dictado por esta Sala el 14 de febrero de 2014 en los autos "Zacañino Loloir Z. c/AYSA s/Daños y perjuicios" (Expte N° 16243/2010). En consecuencia, entendemos que la tasa activa prevista en la doctrina plenaria no representa un enriquecimiento indebido, pues de ningún modo puede considerarse que ello implique una alteración del significado económico del capital de condena.-. 

Con esta aclaración, adherimos en su totalidad al voto del Dr. Zannoni. 

Con lo que terminó el acto. 

Buenos Aires, septiembre de 2014. 

Y VISTOS: 

Por lo que resulta de la votación que instruye el Acuerdo que antecede, se modifica la sentencia apelada: fijando en $ 35.000 la indemnización de la incapacidad sobreviniente, $ 9.600 el costo del tratamiento psicoterapéutico y disponiendo que el capital de condena devengue intereses desde el hecho o desde la ocurrencia de cada perjuicio objeto de reparación, hasta la fecha del efectivo pago. En lo demás se confirma en todo lo que fuera materia de agravios. Con las costas de esta instancia a cargo de la demandada que resulta vencida (art. 68 del CPCC). 

Notifíquese y devuélvase.
